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A poco tiempo de 
que concluya la 
actual administra-
ción, el presiden-
te Andrés Manuel 
López Obrador inau-

guró total o parcialmente algunas 
obras de infraestructura ya emble-
máticas de su sexenio, como el 
Aeropuerto Internacional Felipe 
Ángeles (AIFA), la re�nería Olmeca en 
Dos Bocas y el Tren Maya. No obs-
tante, a pesar del nivel de avance en la 
ejecución de estos megaproyectos y su 
elevado costo para los contribuyentes, 
al día de hoy no es claro si estos serán 
rentables socialmente hablando. Es 
decir, si sus bene�cios para la socie-
dad –suponiendo que existan– serán 
mayores a sus costos de construcción, 
operación y mantenimiento, incluidos 
sus costos medioambientales.

Aunque la Ley Federal de Pre- 
supuesto y Responsabilidad Hacen- 
daria obliga a que todos los proyectos 
de inversión cuenten antes de su cons-
trucción con un análisis costo-bene�-
cio mediante el cual demuestren con 
cierto grado de certidumbre que ten-
drán beneficios sociales netos, estas 
obras no cuentan con dichos estudios, 
no son públicos, o bien, son de dudo-
sa calidad.

Ante la falta de una plani�cación 
adecuada de estas obras, que se re�e-
ja en su poca utilización, retrasos y 
sobrecostos significativos, es posi-
ble que algunas de ellas –o incluso 
todas– terminen por convertirse en 

lo que en la literatura económica se 
conoce como “elefantes blancos”. Es 
decir, proyectos onerosos de infraes-
tructura que no tienen una utilidad 
social real que justi�que su construc-
ción con recursos públicos. Obras 
que, de acuerdo con el economista 
británico James Robinson, resultan 
contraproducentes al limitar el poten-
cial de crecimiento de largo plazo de 
las economías ya que desvían recur-
sos que podrían destinarse a progra-
mas sociales o proyectos de inversión 
que sí contribuyan a mejorar el capi-
tal humano, productividad y acceso de 
la población a insumos productivos.

El Tren Maya es un claro ejemplo 
de un potencial elefante blanco, ya 
que su rentabilidad está en entredi-
cho. Aunque el propio gobierno fede-
ral advierte en la versión pública del 
análisis costo-bene�cio de este pro-
yecto que el tren dejará de ser rentable 
si el monto total de inversión supera 
los 409 mil millones de pesos (mmdp) 
–monto 162% mayor al estimado ori-
ginalmente de 156 mmdp–, es alta-
mente probable que este umbral sea 
sobrepasado en los siguientes meses, 
pues se estima que su costo de cons-
trucción ascienda a por lo menos 516 
mmdp hacia �nales de 2024.

Por su parte, la refinería Olmeca  
–que se sumará a las seis refinerías 
ubicadas en territorio nacional que 
desde hace más de una década le 
reportan pérdidas multimillonarias a 
Petróleos Mexicanos (Pemex)– corre 
el riesgo de convertirse en un activo 

varado ante la disminución previsible 
de la demanda de gasolinas y diésel en 
el mediano plazo como consecuen-
cia del proceso de electri�cación del 
transporte en el país.

Además, en línea con el mito 
que da origen al término de elefan-
te blanco, según el cual en la antigüe-
dad la clase gobernante de Siam (hoy 
Tailandia) regalaba esta clase de ani-
males como una forma de castigo dada 
su nula utilidad y elevados costos de 
mantenimiento, es posible que estos 
proyectos de infraestructura requieran 
de un suministro continuo de recursos 
públicos para sostener su operación a 
lo largo de parte de su vida útil. Solo 
entre 2022 y 2024 el AIFA recibirá alre-
dedor de 2.7 mmdp de subsidios de 
parte del gobierno federal: cifra que 
equivale a dos terceras partes (66%) de 
los ingresos totales que el aeropuerto 
estima recibir durante ese periodo (4.1 
mmdp). En ese mismo sentido, fun-
cionarios federales han señalado que 
el Tren Maya operará con subsidios 
cuando menos hasta 2030.

Ante esta situación, uno de los 
grandes problemas que enfrentará 
la administración que tome posesión 
el 1 de octubre de 2024 es qué hacer 
con algunas de las obras insignia de 
la administración saliente –e incluso 
de administraciones anteriores como 
el Tren Interurbano México-Toluca– 
que se per�lan para convertirse en ele-
fantes blancos, si no es que ya lo son.

La respuesta a esta interrogante no 
es sencilla. En principio, el siguiente 
gobierno deberá hacer exactamente lo 
que no hicieron los gobiernos anterio-
res que dieron a luz a estos potenciales 
elefantes. Esto es: identi�car y cuanti-
�car técnicamente los costos y bene-
�cios de estos proyectos con miras a 
valorar la conveniencia para la socie-
dad mexicana de que dichas obras se 
terminen de construir o continúen 
con su operación, en caso de que estén 
en funcionamiento al momento del 
cambio de gobierno.

Sin embargo, aun si técnicamen-
te tiene razón, la administración 
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de la población y representa un las-
tre para el crecimiento sostenido de 
la economía.

¿Cómo se vería una o�cina de esta 
naturaleza? Si bien no es del todo 
claro en este momento cómo sería su 
diseño institucional, sí debería tener 
ciertas características y cumplir con 
algunas funciones básicas. En princi-
pio, este organismo debería ser inde-
pendiente del gobierno federal y estar 
conformado por expertos en infraes-
tructura y evaluación socioeconómi-
ca de proyectos. Estos especialistas se 
encargarían internamente de elabo-
rar todos los estudios necesarios para 
el desarrollo de proyectos de infraes-
tructura a nivel federal, abarcando 
desde estudios de factibilidad legal y 
manifestaciones de impacto ambiental 
hasta análisis costo-bene�cio. La junta 
de gobierno del organismo tendría la 
facultad de aprobar o rechazar dichos 
estudios, y sus decisiones serían vin-
culantes. En otras palabras, ninguna 
obra pública propuesta por el gobier-
no federal se llevaría a cabo sin el visto 
bueno de este órgano colegiado.

A pesar de las circunstancias, los 
mexicanos nos hemos dado institucio-
nes de clase mundial a lo largo de las 
últimas décadas para atender algunos 
de los grandes problemas que enfren-
tamos. En línea con esta tradición, 
la siguiente administración, en con-
junto con los nuevos integrantes del 
Congreso, y de la mano de la socie-
dad civil, deberá crear una institución 
de nueva generación para impedir que 
los elefantes blancos sigan proliferan-
do en detrimento de las mismas per-
sonas a las que pretenden bene�ciar.

La gran pregunta es si la siguien-
te titular del ejecutivo estará dispues-
ta a renunciar al uso clientelar de la 
infraestructura pública en aras de  
impulsar el desarrollo económico  
de México. ~
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entrante carecerá de la legitimi-
dad necesaria para alterar el funcio-
namiento de alguna de estas obras 
emblemáticas. Cualquier intento de 
poner a dormir a estas creaturas se 
interpretará a la luz de la misma lógica 
política que les dio origen y reavivará 
también el fantasma de la cancelación 
injusti�cada del Nuevo Aeropuerto 
Internacional de la Ciudad de México 
en 2018.

Frente a este escenario, quizás la 
manera costo-efectiva de proceder por 
parte del siguiente gobierno es reco-
nocer al elefante (blanco) en la habi-
tación y actuar en consecuencia. Esto 
es, admitir que el Estado mexicano 
carece de instituciones sólidas e inde-
pendientes que respalden de mane-
ra técnica este tipo de decisiones, ya 
sea la elección de emprender nuevos 
proyectos de infraestructura o la deter-
minación de modi�car o cancelar la 
operación de obras existentes.

En la actualidad, las dependen-
cias y entidades de la Administración 
Pública Federal, incluida la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público 
(específicamente su Unidad de 
Inversiones), carecen de los incen-
tivos necesarios para distinguir con 
cierto grado de precisión los proyec-
tos socialmente rentables de aquellos 
que no lo son.

Así pues, más allá de lidiar con los 
elefantes blancos que deambulan por 
ahí y los que se les sumarán en el futu-
ro cercano, el mejor legado que puede 
dejar el nuevo gobierno es crear ins-
tituciones (una “oficina de infraes-
tructura”) que garanticen que nunca 
más la construcción de infraestruc-
tura pública en este país, al menos a 
nivel federal, dependa de caprichos 
políticos y se ejecute bajo las condicio-
nes de opacidad que han predomina-
do en años recientes. De lo contrario, 
de no desvincular las decisiones de 
inversión de criterios político-electo-
rales, se seguirá creando infraestruc-
tura improductiva que, en sentido 
opuesto a los argumentos de sus pro-
motores, atenta contra el bienestar 

EDUCACIÓN

La Nueva 
Escuela 

Mexicana y 
el cambio de 

gobierno

por Irma Villalpando H.

Nos encontramos 
a mitad del ciclo 
escolar 2023-2024. 
Aproximadamente 
24.2 millones de 
niñas, niños y adoles-

centes de educación básica están apren-
diendo bajo el nuevo modelo curricular 
elaborado por el gobierno de Andrés 
Manuel López Obrador. Se cambiaron 
los propósitos y las �nalidades educa-
tivas, los planes y programas de estu-
dio, la metodología de enseñanza y los 
libros de texto gratuitos (LTG). En un 
año de elecciones, resulta fundamen-
tal detectar las debilidades y posibilida-
des de la reforma y, con ello, iniciar un 
diálogo ciudadano sobre lo que presen-
ta riesgos en la formación de la niñez 
mexicana, desde mi consideración.

Dentro de la reforma educativa del 
actual gobierno denominada Nueva 
Escuela Mexicana (NEM) surge un 
nuevo modelo curricular que modi-
�ca, sustantivamente, las �nalidades 
y objetivos del aprendizaje escolar. 
Parte del modelo curricular de la NEM 
se dio a conocer o�cialmente en agos-
to de 2022; en él se argumenta la forma 
de entender la escuela y sus propósitos. 
Aquí un fragmento clave:

No se busca enseñar conocimientos, valo-
res y actitudes para que las niñas, niños 
y adolescentes se asimilen y adap-
ten a la sociedad a la que pertenecen, 


